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RESUMEN 
  Con la entrada en vigencia del Acto legislativo 03 de 2002 que modificó varios 
artículos de la Constitución y entre ellos, el artículo 250, se da la bienvenida a un 
sistema penal de naturaleza mixta con tendencia acusatoria regulado por la ley 
906 de 2004, donde surgen cambios importantes con respecto a la participación 
de las víctimas dentro del proceso penal. Es por eso que con el presente artículo 
se pretende hacer un recuento histórico jurídico de la normatividad y 
jurisprudencia vigente en el sistema penal colombiano para lograr determinar los 
avances que han tenido los perjudicados dentro del rito penal y el papel que ha 
desempeñado dentro de este desde el año 1969 hasta la fecha.  
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 ABSTRACT 
  With the entry into force of Legislative Act 03 of 2002 that amended several 
articles of the Constitution and among them, Article 250, a mixed criminal system 
with accusatory tendency regulated by Law 906 of 2004 is welcomed, where they 
arise important changes regarding the participation of victims in the criminal 
process. That is why what is intended with this article is to make a legal historical 
account of the regulations and jurisprudence in force in the Colombian criminal 
system to determine the progress made by the injured parties within the criminal 
rite and the role it has played within of this from 1969 to date. 
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 INTRODUCCIÓN. 
   En el presente artículo se abordan aspectos de carácter histórico-normativo, 
referentes a la participación de las víctimas en el proceso penal, dentro de los 
cuales se mencionan los antecedentes, avances y cambios que han sufrido los 
ofendidos con el injusto penal Aquí se realiza un recorrido que permite apreciar 
los efectos que generan los vacíos normativos y la falta de aplicación del 
precedente jurisprudencial actual que deben realizar los organismos que 
administran justicia a la hora de negarle a las víctimas el acceso al expediente 
dentro del proceso penal.  
 Con relación a lo anterior, y teniendo en cuenta el rastreo histórico-normativo 
realizado a partir de 1966 con la implementación del proyecto de alternatividad 
penal alemán desarrollado por el profesor Klaus Roxin y su influencia en la 
construcción de la política criminal en el sistema penal colombiano, se logra 
demostrar que, pese a que en el año 2004 se implementó un sistema acusatorio 
y con este una participación un poco más amplia de las víctimas dentro del 
proceso penal, donde fueron reconocidas como un interviniente especial,  se 
definió el concepto de víctima y se reguló su participación dentro del rito penal 
colombiano; éstas se tornaron insuficientes, pues no se garantizaba una 
protección de los derechos fundamentales tales como el debido proceso, acceso 
a la administración de justicia y dignidad humana. Lo anterior, conllevó a que las 
personas ofendidas con el injusto penal acudieran a la acción de tutela como 
mecanismo para garantizar una protección efectiva de sus derechos 
fundamentales, lo que obligó a que el tema de la participación de las victimas 
fuera desarrollado de manera más amplia por la Corte Constitucional. En efecto, 
es a partir de pronunciamientos jurisprudenciales se cambió totalmente lo 
estipulado en la ley hasta el momento, ya que no solo permitió que las víctimas 
obtuvieran un resarcimiento económico por los perjuicios causados, sino que 
también podían buscar derecho a la justicia y a la verdad.  
 En tal sentido, se hace necesario asumir el estudio de la participación de las 
víctimas en el proceso penal, desde la siguiente pregunta: ¿Qué efectos generan 
los vacíos normativos y el hecho de que  los organismos que administran justicia 
no apliquen el precedente jurisprudencial cuando le niegan a las víctimas el 
acceso al expediente dentro del proceso penal? Y para responder a los 
interrogantes, dentro del presente artículo se realizará una interpretación 
sistemáticas de las normas y de los demás ordenamientos jurídicos vigentes en 
Colombia desde 1969 con la implementación del Código de Procedimiento Penal 
Alemán; asimismo como las decisiones más importantes de la Corte 
Constitucional para lograr concluir la falta de regulación por parte del legislador 
respecto al papel que desempeñan las personas en calidad de víctimas dentro 
del proceso penal en Colombia. 
 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 Colombia ha sufrido a lo largo de la historia una violencia permanente que ha 
dejado millones de víctimas, que sufrieron graves violaciones a sus derechos 
fundamentales. Lo anterior ha llevado a que el Derecho Penal Colombiano haya 
sido objeto de varias transformaciones que han hecho que a través del tiempo, 
el sistema penal haya pasado por un sistema inquisitivo hasta llegar a un sistema 
adversarial y acusatorio; es así que se puede determinar que en el primer 
sistema, el papel de la víctima era limitado, pues en la ley 100 de 1980, el sujeto 
pasivo, es decir, sobre quien recaía el injusto penal era denominado perjudicado; 
su presencia en el rito penal se limitaba únicamente al resarcimiento económico. 
Situación similar se vivía con el decreto 2700 de 1991, que para la época se 
conocía más como Código de Procedimiento Penal de naturaleza inquisitiva, en 
el cual el papel de la víctima se restringía solamente a la persecución de los 
perjuicios materiales ocasionados por el delito por medio de la presentación de 
una demanda de parte civil que se realizaba con ayuda de un abogado o 
representante legal. Así lo manifestó la Corte Constitucional en sentencias C-
293/95, S.U.717/98, C- 1711/00, C-163/00, en donde, no solo se estipulaba la 
constitución como parte civil dentro del proceso, sino que además, enfatiza que 
para ser acreedor a la indemnización de los perjuicios causados, las víctimas 
solo tenían dos vías: la jurisdicción civil o penal; condicionando de esta manera 
el acceso a la administración de justicia.  
   A partir de la constituyente de 1991 y la creación de una nueva Constitución 
Política, se inician nuevos cambios en el ordenamiento jurídico colombiano, tales 
como la inclusión de los derechos fundamentales y la creación de nuevas 
entidades para la protección de estos derechos. Una de ellas, la Fiscalía General 
de la Nación, con la que se comenzaron a enmarcar diferentes  pautas que 
fueron determinantes para la transformación del sujeto pasivo de la acción 
punitiva. En efecto, dichas transformaciones tomaron forma con la entrada en 
vigencia de la ley 600 de 2000 que se caracterizó por ser un sistema mixto 
(acusatorio e inquisitivo) y como abrebocas de la implementación del Acto 
Legislativo 03 de 2002, que modificó el artículo 250 de la Constitución. Esta 
modificación otorgó una actuación más amplia a las víctimas dentro del proceso 
penal, les permitió  participar en las diferentes etapas de la investigación penal y 
remplazó así el concepto de parte civil para elevarlo a la expresión de víctima. 
Sin embargo, estas transformaciones legislativas no fueron suficientes para 
regular el tema por lo que los titulares del derecho se vieron en la obligación de 
acudir a la acción de tutela como mecanismo de protección de sus derechos 
fundamentales. Esta situación conllevó a la Corte Constitucional, como órgano 
de cierre y garante de la protección de los derechos fundamentales, a desarrollar 
una línea de diferentes declaraciones  jurisprudenciales en donde la  más 
importante hasta el momento, es la sentencia C-228/02 ya que es a partir de esta 
que se marca un nuevo precedente jurisprudencial; y es desde ese momento 
cuando se cambia totalmente el concepto de víctima en el proceso penal y crea 
un nuevo panorama en donde no solo se reconoce la indemnización económica 
como mecanismo de reparación al perjudicado, causado por una agresión a las 
normas que el Estado impuso con el fin de efectivizar una sana convivencia, sino 
que tambien,  con base en  los principios de dignidad humana estipulados en el 
Derecho Internacional y en la Constitución Política se le otorga a las victimas el 
derecho a la justicia y a la verdad.  
  Para el año 2005, con la entrada en vigor de la Ley 906 de 2004, y la 
implementación del sistema acusatorio de naturaleza dispositiva, que se 
caracterizó por incluir en uno de sus capítulos exclusivamente a las víctimas en 
el cual no solo define su concepto, sino que en cierta medida permite una 
participación más activa en el proceso penal en calidad de interviniente especial 
otorgándole atribuciones especiales diferentes a las facultades de la fiscalía y 
del procesado. Dicha disposición normativa comenzó a enmarcar un gran 
avance  dentro de la legislación penal colombiana, pues permitía a la víctima 
obtener no solo una reparación económica, sino que también podía buscar 
acceder a los derechos de verdad y justicia como consecuencia de la vulneración 
del bien jurídico tutelado. 
   Aunado a la situación anterior, se debe agregar que, pese al avance normativo, 
dicho texto legal se queda corto,  porque no profundizó de manera clara y eficaz 
el procedimiento o la manera en la que la víctima puede ejercer su participación 
dentro del rito penal, pues si bien es cierto que las víctimas obtuvieron una 
participación más activa desde la ley 906/04 Código de Procedimiento Penal, en 
la realidad se observa que su intervención sigue siendo restringida, ya sea a la 
hora de aportar pruebas que consideren admisibles, pertinentes, útiles y 
razonables; o solicitar copias del expediente para acudir a otra jurisdicción. En 
consecuencia, surge la posibilidad de trazar la siguiente pregunta:¿Qué efectos 
generan los vacíos normativos y el hecho de que los organismos que administran 
justicia no apliquen el precedente jurisprudencial al negarle a las víctimas el 
acceso al expediente dentro del proceso penal? 
Con relación a lo anterior, para el desarrollo del presente artículo se vuelve 
importante trazar un conjunto de objetivos que nos permite llevar a efectivizar la 
respuesta de la pregunta y se relacionan de la siguiente manera: 
 • Analizar el desarrollo histórico-normativo desde la primera discusión del 
Código de Procedimiento Penal Alemán de 1969. 
• Indicar el avance jurisprudencial con relación a la participación de las víctimas 
en el proceso penal. 
• Determinar las consecuencias de que los organismos estatales  no apliquen  el 
precedente jurisprudencial cuando administran  justicia  
MARCO METODOLÓGICO. 
  La participación de las víctimas en el proceso penal a partir de las diferentes 
transformaciones del Derecho Penal Colombiano, tiene un enfoque histórico-
jurídico, ya que se realiza un estudio cronológico, comprensivo y sistemático de 
las leyes y las decisiones de la Corte Constitucional que desarrollan la 
intervención de las víctimas en el rito penal e  identifica la evolución normativa y 
jurisprudencial que constituyan un nuevo precedente y una ampliación en cuanto 
a los conceptos de victima a lo largo de la historia del proceso penal en Colombia. 
En el caso en cuestión, tratamos de comprender la realidad colombiana a partir 
del papel de la víctima y la Fiscalía General de Nación, como desarrolladores de 
los distintos fenómenos que se presentan como el que una víctima por medio de 
su apoderado judicial o en cabeza de ella misma, no pueda hacer valer sus 
derechos para obtener verdad, justicia y reparación.  
 Es por eso que, con relación a lo anterior, para poder llevar a cabo el estudio 
sistemático de las leyes y las determinaciones de la Corte Constitucional se hace 
necesario analizar, comprender y adoptar la normatividad desde el Código Penal 
Alemán de 1969 hasta el código penal que se encuentra vigente, así como las 
diferentes disposiciones de la Corte Constitucional respecto al  objeto de  este 
estudio. 
 Conforme se aborda el tema en los objetivos que anteceden, es claro el avance 
normativo que ha tenido el rol de la víctima en el proceso penal durante las 
últimas décadas a través de los diferentes códigos vigentes, disposiciones 
normativas que han sido complementadas por diversos  decisiones 
jurisprudenciales de la Corte Constitucional en procura de salvaguardar los 
derechos de las víctimas en el rito penal colombiano.  
 Lo anterior, es decir la norma y jurisprudencia como fuentes del Derecho se han 
quedado cortas al llevarlas a la praxis, pues para permitir a las víctimas del 
proceso penal acceder al expediente, la petición queda supeditada al criterio del 
titular de la acción penal, en este caso el fiscal delegado para adelantar el 
proceso, para decidir si lo permite o no, muchos de ellos desconociendo la 
obligatoriedad de acatamiento del precedente jurisprudencial. 
 Todo lo esbozado genera un efecto colateral en la administración de justicia, 
donde las víctimas, en virtud de la negación del acceso al expediente, acuden 
ante Juez Constitucional mediante acción de tutela como mecanismo para la 




 Es importante mencionar que, para efectos de la construcción del presente 
artículo, se tomará como base la teoría del profesor Klaus Roxin, la cual se 
desarrolla de la siguiente manera: 
   El profesor Claus Roxin es un tratadista de la Escuela Dogmática cuyas teorías 
son ampliamente respetadas por la comunidad jurídica en general e incluso 
tomadas como base para el desarrollo o estructuración de sistemas penales en 
varios países del mundo. Por tal motivo  se tomará como referente la evolución 
dogmática de Claus Roxin sobre cuál debe ser la participación de las víctimas 
en el proceso penal, a partir de la transformación ocurrida en Alemania con 
posterioridad al oscurantismo del nazismo, donde se vivieron tres fases que 
resultaron determinantes para la trasformación del derecho penal así: 
Moral o Teo Centrista  
Los inicios de Claus Roxin datan del año 1959 cuando presenta su tesis doctoral 
“Tipos abiertos y elementos del deber jurídico”,  propuesta que fue de buen 
recibo para la comunidad intelectual de la época, y que  se convirtió en la génesis 
para cuestionar los excesos de la Teoría del Finalismo que gobernaba el sistema 
penal del momento y que según Roxin, fracasaba cuando se aplicaba a delitos 
culposos o imprudentes. Como aspecto de relevancia para el desarrollo de esta 
tesis Roxin tuvo las políticas criminales y la teoría moderna del delito en la 
Alemania de la post guerra, planteando tres concepciones para la reorganización 
de la justicia penal  tales como la “la fundamentación del concepto material del 
delito en la ley ética” la cual se caracterizó porque tomaba como limites punibles 
los impuestos por la ética cristiana. El concepto de “La Teoría de los Fines de la 
Pena”  genera una gradualidad a la pena o sanción pero no se aparta de la moral 
cristiana, toda vez que el castigo devenía del delito para satisfacer la falta moral 
y no a sobre quién recaía el injusto penal. La “posición jurídica del acusado” 
buscaba entregar al procesado garantías procesales que se habían perdido en 
la dictadura, con lo cual se revive el derecho de defensa dentro del proceso 
penal. 
La antijuridicidad defiende la sociedad 
Nace en 1966 cuando el gobierno alemán de la época reunió a 14 profesores 
jóvenes, entre ellos Claus Roxin quienes presentaron “el Proyecto de 
Alternatividad Penal”, estudio del Derecho Penal que tuvo gran influencia en la 
redacción de la parte general del Código Penal de 1969 en Alemania,  encaminó 
el Derecho Penal como un instrumento de control social que intentó  reincorporar 
a la vida social al infractor de la ley penal, y lo convirtió  así en el único 
protagonista del derecho punitivo. El Proyecto de Alternatividad Penal no 
buscaba punir con penas de prisión, pretendía el resarcimiento a la sociedad o 
al ofendido,  según el delito,  para evitar la prisión como castigo, tenía como norte 
o fin principal la resocialización del infractor ampliando con ello el concepto de 
reparación, y creó para el año 1971, en lugar o al lado de la pena, la imposición 
de una enmienda pagadera al ofendido. 
De esta manera no se le daba participación a la víctima en el proceso penal y se 
permitía que la acción civil extinguiera el delito ya que el perjuicio causado se 
consideraba como netamente pecuniario, toda vez que a la víctima se le atribuía 
el deber de autocuidado, propuesta que tiempo después fue revaluada al no 
resultar efectiva del todo ya que ante unos delitos específicos los victimarios eran 
allegados al grupo familiar. 
Alternatividad Penal  
Se produce en el año 1975 donde el delito muta a atacar un bien jurídico más 
amplio que conlleva a repercusiones sociales, motivo por el cual las políticas 
criminales cambiaron para proteger a la sociedad; se buscaban delitos o tipos 
penales con máximo un año de cárcel y se valoraba la intensión de reparar para 
de esa forma, prescindir de la pena o atenuarla. Algunos delitos solo tenían como 
sanción el resarcimiento de los perjuicios causados. 
 Por otra parte. para los delitos de mayor connotación se reguló en 1984 la acción 
adhesiva; así se permitió  al ofendido influir en el procedimiento punitivo. Sin 
embargo,  también se generan los cuestionamientos sobre la necesidad de 
intervención de la víctima en los procesos; este acusador adhesivo es el 
perjudicado con el delito que actúa personalmente o nombrando un abogado 
para que lo represente.  
 Este referente histórico se  presenta desde la óptica del profesor Claus Roxin, 
doctrinante alemán que en compañía de otros juristas diseñaron políticas 
criminales para la época y en sus estudios de derecho penal comenzó a 
encaminarlas a la resocialización de la ley penal, castigando el daño que este 
haya causado a la sociedad ya que en principio esta era la única que se 
considera ofendida con el injusto penal; las fases con las cuales fueron 
elaboradas las políticas criminales de la época presentaba diversas críticas con 
relación al papel de la víctima, situación que como era de esperarse 
desencadeno su trasformación. 
 Todo lo anterior reviste gran relevancia para el presente artículo, en el sentido 
de explicar que la víctima no existía en el Derecho Penal ya que se tenía como 
único ofendido al Estado mismo y en caso de pretender obtener el resarcimiento 
de un perjuicio, debía acudirse a la jurisdicción civil o como el autor lo establece, 
a la acción privada. A mediados de los años ochenta, bajo la figura del acusador 
por adhesión se inicia la discusión sobre la participación de la víctima en el 
proceso penal, lo cual genera un nuevo punto de partida y por consiguiente una 
nueva discusión, aspectos que en este trabajo se pretende analizar a la luz del 
ordenamiento constitucional colombiano. 
Análisis normativo de la participación de las víctimas en el Proceso Penal 
desde el Código Penal Alemán de 1969 
Para plantear el desarrollo del primer objetivo de este artículo, se hace necesario 
remitirnos a la historia, donde se entendía que el único ofendido con el delito era 
el stado y las conductas eran censuradas por infringir las normas morales, limites 
que eran tomados en ese entonces de la ética cristiana. Con se ello se generaba 
la gradualidad de la pena, en donde las políticas criminales de la época eran 
elaboradas teniendo en cuenta los principios planteados por Immanuel Kant y 
desarrollados por Hegel; de allí que los castigos se infringían por transgredir las 
normas morales y no para satisfacer al sujeto pasivo de la acción penal. Un claro 
ejemplo de ello es que en esta parte de la historia, se castigaba a los padres que 
permitían a sus hijos tener relaciones sexuales antes del matrimonio y la 
sodomía (BETANCOURT, 2018), comportamientos rotundamente prohibidos 
para la época, pues dichas conductas afectaban la moral de las personas que 
para ese entonces se consideraba como el valor más fundamental para convivir 
en sociedad.  
 Hacia el año 1966 se comienzan a generar las políticas criminales vistas por el 
profesor Claus Roxin quien en compañía de 14 profesores alemanes presentó el 
Proyecto de Alternatividad Penal el cual tuvo gran influencia en la elaboración 
del Código Penal de 1969 en Alemania. Encaminó al derecho penal como un 
instrumento de dominio y control social, que buscaba  en primera medida 
reincorporar a la vida en sociedad al infractor de la ley penal convirtiéndolo en el 
único protagonista del derecho punitivo. Además, como segunda medida 
permitió una ampliación del concepto de reparación para  determinados delitos 
como la lesión corporal y los hechos punibles contra el honor. Es así como en el 
año 1971 se preveía la imposición en lugar de la pena,  una enmienda que se 
debía pagar  al ofendido. Así mismo,  en delitos como el hurto en tiendas se 
excluía la persecución penal y a cambio de ello el autor del hecho punible debía 
pagar el doble del valor comercial del elemento hurtado a quien sufría el daño. 
De esta manera no se le permitía a la víctima una participación  en el proceso ya 
que el perjuicio causado se tomaba como pecuniario y por ello la acción civil 
extinguía el delito. En el año 1975 se comenzaron a evidenciar las repercusiones 
sociales del delito y por ello se replantean las políticas criminales para proteger 
a la sociedad; se realiza  con ello una gradualidad de las lesiones teniendo en 
cuenta el daño ocasionado a los bienes jurídicos tutelados con las diferentes 
conductas delictivas, se permite la implementación de un resarcimiento del 
perjuicio causado, para  prescindir o atenuar con ello la pena a imponer; es decir, 
en aquellos delitos que tuvieran una pena a imponer inferior a un año, se 
valoraba la intención de reparación para  atenuar de esta manera la sanción. 
Esta gradualidad se llevó a cabo  teniendo en cuenta que no todos los delitos 
son conciliables; de modo que la víctima no existía en el Derecho Penal ni como 
parte ni como interviniente ya que para la época, el único que se podía entender 
como ofendido era el Estado.  
En la legislación colombiana, se empieza a hablar de reparación por los 
perjuicios causados a partir de la ley 100 de 1980, Código Penal vigente para la 
época, el cual en el título VI, capítulo I, en sus artículos 103 y siguientes habla 
de la responsabilidad civil derivada del hecho punible, reparación del daño, 
titulares de la acción así como de las obligaciones de indemnizar y de la 
prescripción de la obligación, disposición normativa que se caracterizó por 
conferir al perjudicado la posibilidad de buscar un resarcimiento únicamente por 
los perjuicios materiales, ya que los perjuicios morales eran tazados por el juez 
a su libre albedrio cuando no había manera de cuantificarlos.  
En el año 1984 se comienzan a evidenciar ciertos cambios en cuanto a la 
concepción de víctima y su participación en el rito penal, pues por un lado, se 
empieza a implementar la acción adhesiva, que consistía en otorgarle al ofendido 
la posibilidad de influir en el proceso punitivo, es decir, el actor adhesivo o 
perjudicado del delito podía actuar en nombre propio o a través de un abogado 
y por el otro lado, se empezaba a generar un punto de discusión referente a si la 
participación de la víctima en el rito penal entraría a desnaturalizar el desarrollo 
del proceso; situación que conllevó a que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, como órgano subsidiario de la justicia regional de cada país, 
empezara a analizar la participación de las víctimas en el proceso penal, así 
como determinar la manera en la cual se analizan y resuelven los casos remitidos 
a esa instancia internacional.  
Como resultado de estos cambios y la implementación del estado social de 
derecho en Colombia a partir de la Constituyente de 1991, se tiene que los 
referentes planteados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
sirvieron para que con la entrada en vigencia del decreto 2700 de 1991, trajera 
como novedad que pese a que solamente los afectados por el delito podían 
obtener una reparación económica, estos podían acceder al expediente por 
medio de una demanda de constitución de parte civil, a través de la cual podían 
ejercer por medio de abogado o representante legal. Dicha normatividad no 
cambió con la entrada en vigencia de la ley 600 de 2000, que sostenía dentro de 
sus artículos 45, 46, 47 48 y 49 que solamente podían obtener copias del 
expediente aquellos ofendidos que se constituyeran como parte civil dentro del 
proceso penal a través de una demanda elaborada por abogado de confianza o 
representante legal del afectado.  
Tras la ejecución del acto legislativo 03 de 2002 que modificó el artículo 250 de 
la Constitución Política, permitió que se empezara a otorgar una protección 
especial a los ofendidos y de igual manera, que tuvieran una participación más 
activa en el proceso. Para el año 2004, con el cambio en el sistema penal, donde 
ya no era un sistema inquisitivo sino acusatorio, la ley 906 de 2004, cambió el 
concepto de ofendido a víctima y la elevó a una figura denominada como 
interviniente especial, en donde derogó completamente lo estipulado en la ley 
900 de 2000 e implementó una nueva figura que le permitía a las víctimas 
participar de manera más amplia dentro del proceso penal, participación que se 
encuentra contenida en el capítulo IV.  
  Dentro de la ley 600 de 2000, se tiene que la participación de las víctimas se 
limitaba solamente a que esta podía acceder al expediente si se constituía como 
parte civil a través de una demanda presentada por abogado, cuya única 
reparación era de carácter económico. 
  Con la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004 Código de Procedimiento 
Penal Colombiano, se genera un concepto diferente de víctima y se le otorga 
una participación más activa; define en su artículo 11 “Derechos de las Victimas” 
y  les dedica su capítulo IV; pero este artículo se torna insuficiente en el momento 
de delimitar sus derechos, atribuciones y participación durante el proceso, toda 
vez que no es claro sobre los derechos que tienen las victimas de acceder al 
expediente, solicitar información que le sirva como prueba cuando pretenden 
buscar reparación a través de otras vías judiciales como la acción civil por 
ejemplo, y lo remite por analogía, al artículo 344 de la norma a la que se refiere 
que establece lo relacionado con el descubrimiento probatorio para las partes 
con posterioridad a la audiencia de formulación de acusación. De esta manera 
se deja de lado a las víctimas como interviniente especial del proceso penal y el 
derecho que les asiste a buscar reparación a través de otras vías judiciales como 
la acción civil, por ejemplo. 
 
 
Decisiones jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto de la 
participación de las víctimas en el proceso penal 
  La Constitución Política de 1991 estableció que la Corte Suprema de Justicia 
es el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria; al Consejo de Estado está 
sometido el contencioso-administrativo; y a la Corte Constitucional corresponde 
entender en la jurisdicción homónima; se reconocen, además, dos jurisdicciones 
especiales: la de los pueblos indígenas y la de los jueces de paz; De esta 
manera, es como en la mencionada Constitución, se da paso a la tutela judicial 
efectiva o el acceso a la administración de Justicia, no sólo como un medio a 
través del cual todas las personas tienen la posibilidad de acudir en situación de 
igualdad ante los jueces, sino también como una garantía constitucional para 
hacer valer los respectivos derechos. 
Con la implementación de la Carta Magna se hace alusión a los derechos 
fundamentales, los cuales dan al ciudadano, unos mínimos para que viva de 
manera digna; es decir, actúan como garantía para este, así como también actúa 
de dicha manera el acceso a la administración de justicia, pues se evidencia 
cada vez que al presentarse una violación a determinado derecho, permite al 
colombiano acceder ante los jueces para que fallen en pro de la justicia. 
Tras la consagración de la Constitución Política de 1991 y la creación de la Corte 
Constitucional como organismo perteneciente a la rama judicial del Poder 
Público, que desempeña entre una de sus funciones, la revisión de las 
decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos 
Constitucionales, prevista en el artículo ochenta y seis (86) de la Carta Magna, 
se tiene como ejemplo las disposiciones jurisprudenciales tendientes a 
garantizar el acceso a la administración de justicia y el debido proceso de las 
víctimas cuando les nieguen las copias del proceso penal. En síntesis, los 
planeamientos desarrollados por la Corte Constitucional manifiestan los cambios 
que hubo respecto al papel del ofendido dentro del desarrollo del proceso penal. 
  De acuerdo con lo expuesto, se pretende mostrar las decisiones de la Corte 
Constitucional, respecto a las víctimas en el proceso penal, con el siguiente 
cuadro. 
• Relación de sentencias que reconocen el resarcimiento económico y 
reconocimiento a la justicia, verdad y reparación a las víctimas. 
 
REPARACIÓN ECONÓMICA COMO 
RESARCIMIENTO A LAS VÍCTIMAS  
RECONOCIMIENTO A LA JUSTICIA, 







  C-228/07 
  C-516/07 
  C-409/09 
  C-250/11 
  C-782/12 











Fuente: Elaboración propia. 
(Las sentencias fueron puestas en ese orden tratando de enmarcar la posición 
que ha asumido la Corte Constitucional, donde las sentencias que están al lado 
izquierdo son aquellas en las se estipularon que las víctimas del injusto penal 
solo podían obtener un resarcimiento económico. Las que están en la parte 
derecha establecieron un nuevo precedente jurisprudencial al otorgarles a las 
víctimas la búsqueda de justicia, verdad y reparación) 
   Ahora bien, para el caso concreto y después de hacer una lectura de cada una 
de las sentencias, se descartaron  las que no desarrollaban el tema objeto de 
investigación; se dejaron  las que son relevantes respecto a la participación de 
las víctimas dentro del proceso penal, relacionando cada una de ellas de manera 
clara y precisa, de la siguiente manera: 
 
SENTENCIA C- 293/95:  
Considerada como sentencia fundadora  porque mediante esta se comienzan a 
generar los primeros trazos con relación al rol de la víctima en el proceso penal 
ya que,  según la corporación,  solo podrá, quien se considere afectado con el 
delito, acceder al expediente una vez se constituya como parte civil en el 
proceso, lo cual debía realizarse a través de apoderado judicial. 
  SENTENCIA C-228/02:  
Esta disposición resulta sumamente importante para las víctimas dentro del 
proceso penal, y es por eso que esta postura, dentro de las sentencias 
estudiadas, es la sentencia hito ya que a partir de ésta se genera una 
transformación del concepto de victima creando un nuevo precedente, porque 
les permite  una participación más activa  dentro del proceso penal; la hace titular 
no solo de un reconocimiento económico por daño causado con el delito, sino 
que también le confiere derecho de verdad y justicia, sentencia que desempeña 
un papel determinante en la constitucionalización del Derecho Penal.  
  SENTENCIA C- 004/03:  
La Corte manifiesta que, tendiente a la evolución normativa internacional 
respecto de la protección de los derechos fundamentales de las víctimas del 
injusto penal, estas no solamente tienen derecho a un resarcimiento económico 
sino también a obtener justicia y verdad, pues aquellos que resulten afectados 
por la conducta lesivas de los Derechos Humanos, se legitiman para que el 
Estado investigue esos hechos, sancione a los responsables y restablezca, en 
lo posible, a las víctimas sus derechos. 
  SENTENCIA C- 516/07:  
Amplía las facultades de las víctimas para su participación en las diferentes 
etapas y actuaciones procesales; destaca las garantías de verdad, justicia y 
reparación que les asiste a los afectados con el delito, y les permite a las victimas 
pronunciarse frente a los preacuerdos celebrados entre las partes, así como 
extender la limitación que la Ley establece para la representación de las víctimas 
en aquellos casos en los que exista una pluralidad de afectados. 
  SENTENCIA C-409/09:  
Hace referencia a las inseguridades frente a las cuales se puede encontrar la 
víctima del delito, cuando busca la reparación a través del incidente de 
reparación integral;  en virtud de que toda afectación de derechos pecuniarios y 
no pecuniarios está cobijada por la responsabilidad civil; es decir. la reparación 
integral del daño está cobijada por ambas facetas que son reconocidas por 
nuestro ordenamiento jurídico. 
  SENTENCIA C-209/07:  
Considerada para este articulo como sentencia arquimédica en virtud de que se 
considera la más reciente con hechos relevantes para el tema objeto de estudio 
porque en su desarrollo  se hace un análisis a profundidad con relación a las 
etapas del proceso penal y la participación de las víctimas. En este caso, como 
consecuencia de este fallo se condicionan los artículos 284 (prueba anticipada), 
289 (formalidades de la acusación), 333 (trámite preclusión), 356 (desarrollo 
audiencia preparatoria),358 (exhibición de los elementos materiales de prueba), 
359 (exclusión, rechazo e inadmisibilidad de los medios de prueba), 306 
(solicitud imposición medida de aseguramiento),316 (incumplimiento),342 
(medidas de protección) y 339 (tramite acusación). Esta decisión adoptada por 
la Corporación en virtud de la restricción injustificada que recae sobre las 
victimas del injusto penal en cuanto a su participación que menoscaba sus 
derechos, aspectos generales de gran relevancia para el tema objeto de estudio. 
nos permite catalogar esta sentencia como arquimédica, en virtud de la 
trascendencia que genera al abarcar de manera más general la participación de 
las víctimas en el Proceso Penal Colombiano a diferencia de la demás 
jurisprudencia analizada. 
A pesar de que existen planteamientos jurisprudenciales más recientes, se tocan 
temas diferentes como en el caso de las sentencias C-409/09 que hace 
referencia a las inseguridades frente a las cuales se puede encontrar la víctima 
del delito, cuando  busque la reparación a través del incidente de reparación 
integral; C-250/11 que determina la manera y los términos en que se puede 
proponer el mencionado incidente, C-782/12 que condiciona el artículo 90 del 
Código de Procedimiento Penal en el entendido que la víctima también puede  
manifestar su inconformismo cuando se presente Omisión de Pronunciamiento 
Sobre los Bienes, C-031/18 que regula lo relacionado con el cambio de 
radicación establecido en el artículo 47 del Código Procesal Penal, toda vez que 
esta facultad, según la disposición normativa en cita, la solicitud de cambio de 
radicación estaba en cabeza de las partes, Ministerio Público y Gobierno 
Nacional, excluyendo de manera injustificada la participación de las victimas 
frente a su legitimación al momento de pretender elevar dicha solicitud.  
  Con relación a lo anterior, se tiene entonces que, las sentencias más relevantes 
dentro del desarrollo del análisis jurisprudencial, son las sentencias C- 228/02 y 
la sentencia C-209/07. La primera, se considera como sentencia hito porque es 
a partir de allí que la Corte Constitucional amplía la participación de las víctimas 
dentro del proceso penal y lo considera como interviniente especial, donde no 
solamente podían obtener un resarcimiento económico sino también tenían 
derecho a buscar justicia y verdad. La segunda para el caso concreto se toma 
como sentencia arquimédica, porque si bien es cierto, no es la más reciente 
dentro de los planteamientos de la Corte Constitucional referente a este tema, 
es la única, después de la sentencia del 2002, que condiciona un mayor número 
de artículos que gobiernan el procedimiento penal en Colombia, en el entendido 
de permitirle a las víctimas que participen  activamente en las instancias 
procesales en que no se les permitía hacerlo.  
  Se tiene entonces, que el avance jurisprudencial respecto a la participación de 
las víctimas en el proceso penal, ha sido muy amplio, pues es a través de estas 
decisiones en las que las víctimas han obtenido una participación más amplia 
dentro del rito penal otorgándoles derechos como justicia, verdad, y reparación.  
Consecuencias del desconocimiento del precedente jurisprudencial de 
los organismos que administran justicia  
 Tras la implementación de un sistema penal en Colombia, dentro de las 
legislaciones vigentes, se ha podido observar que, pese a que en la ley 906 de 
2004 Código de Procedimiento Penal vigente a la fecha se le otorgó un papel a 
la víctima más amplio, éste sigue siendo ambiguo, pues dentro del capítulo IV de 
esta ley no se hace referencia con total claridad  a los momentos pertinentes 
dentro del proceso penal en los que la víctima podía buscar un resarcimiento 
económico y obtener derecho a la justicia y a la verdad. 
 Lo anterior, obligó a la Corte Constitucional, como órgano garante de la 
protección de derechos fundamentales, a desarrollar precedentes 
jurisprudenciales más amplios con relación al tema y dando apartados más 
claros que los que se pueden encontrar en la misma Ley; pero tanto la norma 
como la jurisprudencia como fuentes del Derecho se han quedado cortas cuando 
se llevan a la praxis, pues para permitir a las víctimas del proceso penal acceder 
al expediente, la petición queda supeditada al criterio del titular de la acción 
penal, en este caso el fiscal delegado, para adelantar el proceso y decidir si lo 
permite o no; muchos de ellos desconocen  la obligatoriedad de acatamiento del 
precedente jurisprudencial. 
Todo lo esbozado genera un efecto colateral en la administración de justicia, 
donde las víctimas en virtud de la negación del acceso al expediente, acuden 
ante Juez Constitucional mediante acción de tutela como mecanismo para la 
salvaguarda de sus derechos de verdad, justicia y reparación que les asiste.  
Tal y como es el caso del señor Francisco Restrepo Ramírez, quien, durante el 
desarrollo de un procedimiento policial, recibió un disparo con arma de fuego de 
dotación oficial en la región lumbar, que le ocasionó la muerte. La Fiscalía 
asumió de manera inicial la investigación, entidad ante la cual, las víctimas por 
medio de apoderado judicial, hicieron presencia durante el desarrollo del 
proceso, con el fin de hallar justicia, verdad y reparación, ésta última a través de 
la jurisdicción contencioso administrativa con el fin de que se condene al Estado 
por el perjuicio irrogado por uno de sus agentes en ejercicio de sus funciones.  
El apoderado  encontró una negativa rotunda de la Fiscalía General de la Nación 
para suministrar las copias del proceso, quien al evidenciar esta situación y la 
violación de sus derechos, se vio  en la obligación de acudir a la acción de tutela 
como mecanismo de protección de sus derechos fundamentales. 
   El anterior ejemplo, logra demostrar un problema que no solo se presenta en 
casos de homicidio, ni en los casos en que el sujeto activo de la conducta es un 
servidor público en ejercicio de sus funciones, sino también en aquellos casos 
en los que las víctimas busquen obtener justicia, verdad y reparación. 
 Pese a que Colombia ha estado enmarcada por la vigencia de varios sistemas 
penales dentro de los cuales se ha restringido la participación de las víctimas, se 
tiene que solo hasta el 2002 y con la entrada en vigencia del acto legislativo 03, 
hubo unos cambios un poco más amplios respecto del papel de la víctima dentro 
del proceso penal, donde se le otorgó unas atribuciones especiales a la Fiscalía 
General de la Nación tales como la protección de los derechos de las víctimas 
establecidas en los numerales 6° y 7° del artículo 250 de la Constitución Política. 
Lo anterior fue fundamental y dio paso a que en la Ley 906 de 2004 Código de 
Procedimiento Penal, se dedicara todo un capitulo a las víctimas a quienes se 
les denominó como intervinientes especiales dándoles una participación más 
amplia y más activa dentro del proceso penal. Sin embargo, dicha regulación 
normativa no fue suficiente, pues el legislador dejó varios vacíos normativos que 
generaron omisiones legislativas relativas que en la praxis ha dado lugar a  una 
afectación a los derechos fundamentales de las víctimas como  el debido proceso 
y el acceso a la administración de justicia.  
La anterior transgresión ha hecho que las víctimas se vean en la obligación de 
acudir al juez de tutela para efectivizar y proteger de manera inmediata los 
derechos fundamentales vulnerados desarrollando así un amplio precedente 
jurisprudencial de la Corte Constitucional, la cual señala de manera clara y 
precisa que las víctimas no solo tienen derecho a obtener reparación sino  
también pueden buscar justicia y verdad  
   Las consecuencias que ha generado la falta de legislación y claridad del tema 
de la participación de las víctimas, ha conllevado a que los órganos que 
administran justicia cuando aplican el capítulo IV de la Ley 906 de 2004, 
generaran una confusión respecto al papel que tiene la víctima dentro del 
proceso penal, donde los vacíos normativos condujeron a que se diera una 
trasgresión a los derechos fundamentales de los perjudicados y obligaron  a la 
Corte Constitucional a desarrollar un precedente más amplio, donde declara 
condicionalmente la exequibilidad de varios artículos que gobiernan el 
procedimiento penal y precisando que, la manera en la que la víctima podía 
obtener un resarcimiento por la vulneración al bien jurídico tutelado, era una 
reparación económica. Por su parte, en los años posteriores al 2002, las 
decisiones ampliaron los medios de reparación donde no solamente podían 
alcanzar un reconocimiento económico sino también que podían reconocerles 
derecho a la justicia y a la verdad como mecanismos de reparación. 
CONCLUSIONES 
 Finalmente, se tiene entonces que el desconocimiento del precedente 
jurisprudencial de los organismos que administran justicia ha generado unos 
efectos que recaen sobre las víctimas cuando buscan el reconocimiento o 
reparación por el perjuicio irrogado; pues son estos afectados a quienes la 
Fiscalía  les transgreden los derechos fundamentales desconociendo la 
jurisprudencia como fuente de Derecho y se dedica única y exclusivamente a la 
aplicación de la norma. De esta manera causa las transgresiones y 
vulneraciones a los derechos fundamentales de las víctimas, puesto que si bien 
es cierto la norma existe, no abarca el tema en su totalidad, generando vacíos 
en su interpretación que obligó al Juez Constitucional a proteger los derechos de 
las víctimas, creando así unos planteamientos jurisprudenciales, donde si bien 
es cierto no logran abarcar los vacíos normativos creados por el legislador, han 
servido como medio para que las víctimas sean sujetos más activos dentro de 
las etapas de proceso penal.  
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